ZOZAYA DOERING OSCAR

VS

SUMINISTROS GUBERNAMENTALES S.A. DE C.V. Y/0

LUIS PINEDA BRANIFF Y/O CONCEPCION BRANIFF

SUINAGA DE PINEDA.

EJCUTIVO MERCANTIL

EXPEDIENTE: 425/03

INCIDENTE DE CUANTIFICACION Y LIQUIDACION 

DE GASTOS Y COSTAS
C. JUEZ TRIGESIMO CUARTO DE LO CIVIL

DEL DISTRITO FEDERAL.


JOSE MIGUEL BLANCAS VARGAS, en mi carácter de Abogado Patrono y Titular del despacho que patrocinó al actor en el presente juicio, personalidad que se acredita de constancias de los autos al rubro citado, señalando como domicilio para oír y recibir todo tipo de notificaciones, documentos y valores el ubicado en Avenida Paseo de la Reforma, número 199, despacho 802, en la Colonia Cuauhtémoc, Delegación Cuauhtémoc, Código Postal 06500, en México Distrito Federal, autorizando para los mismos efectos a los Licenciados en Derecho JOSE FERNANDO BETANCOURT CERVERA y HECTOR JULIO MENDOZA GOMEZ, así como a los Pasantes en Derecho YANETH GARCIA ESPINDOLA, VICTOR HUGO FLORES RAMIREZ, LUIS JEZIEL FIERRO TORRES, JULIO DE LA VEGA LUNA y HUGO PIÑONES FUENTES sin perjuicio de las autorizaciones hechas anteriormente, ante Usted con el debido respeto comparezco para exponer:


Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil, con fundamento en el artículo 1349 y demás relativos y aplicables del Código de Comercio, en vía Incidental vengo a promover INCIDENTE DE CUANTIFICACION Y LIQUIDACION DE GASTOS Y COSTAS, demandando de los codemandados las siguientes:

PRESTACIONES
A) El pago de la cantidad de $94,078.58 (Noventa y cuatro mil setenta y ocho pesos 58/100 mn.), por concepto de gastos y costas, cantidad que en capítulo especial se detallara como se obtuvo el total.

Fundo el presente Incidente en los siguientes hechos y consideraciones de derecho:

1.- Mediante Sentencia Definitiva de fecha veintitrés de febrero de dos mil cuatro, su Señoría condeno a los demandados a pagar a favor de mi cliente (parte actora) la cantidad de $1,215,000.00 (Un millón doscientos quince mil pesos 00/100 mn.), por concepto de suerte principal, así como los intereses ordinarios y moratorios, condenando en la misma al pago de gastos y costas, tal y como se desprende del resolutivo segundo y cuarto, mismos que a la letra dicen:

“SEGUNDO.- Se condena a la demandada a pagar a favor de la actora, la cantidad de $1,215,000.00 (UN MILLON DOSCIENTOS QUINCE MIL PESOS OO/100 M.N.), por concepto de suerte principal, así como los intereses ordinarios y moratorios pactados, en los términos vertidos en el cuerpo de este fallo, sobre el particular.”

“CUARTO.- condena a la demandada a pagar a la actora, los gastos y costas causados en esta instancia.”

2.- Cabe aclarar a su Usía, que la Sentencia Definitiva mencionada en el numeral anterior, fue apelada por ambas partes, resolviendo dichos recursos la H. Primera Sala Civil del Distrito Federal, mediante Sentencia de fecha diez de mayo de dos mil cuatro, resolución que modificó la Sentencia Definitiva, en específico el resolutivo “SEGUNDO”, en el sentido de que se condenaba a los codemandados al pago de la cantidad de $1,215,000.00 (UN MILLON DOSCIENTOS QUINCE MIL PESOS OO/100 M.N.), por concepto de suerte principal, debiendo restar a dicha cantidad, diversos pagos que a criterio del Ad quem fueron a cuenta de la suerte principal, condenando en el mismo al pago de los intereses ordinarios y moratorios, lo que se tendría que hacer en ejecución de sentencia, quedando intocados los demás resolutivos de la Sentencia Definitiva.

3.- Mediante escrito de fecha treinta de agosto de dos mil cuatro, la actora promovió Incidente de ejecución de sentencia y liquidación de intereses, ofreciendo entre otras pruebas la pericial en materia de contabilidad a cargo del Contador Público HEDGAR HERNANDEZ TORRES.

4.- Mediante Sentencia Interlocutoria de fecha primero de marzo de dos mil cinco, su Señoría condenó a los demandados a lo siguiente:

“RESOLUTIVO PRIMERO.- Ha sido procedente el incidente objeto de estudio, aprobándose la liquidación por los montos de $ 858,518.72 (Ochocientos cincuenta y ocho mil quinientos dieciocho pesos 72/100 m.n) por concepto de suerte principal, $215,912.73 (Doscientos quince mil novecientos doce pesos 73/100 m.n) por concepto de intereses ordinarios y $ 410,211.69 (Cuatrocientos diez mil doscientos once pesos 69/100 m.n) por concepto de intereses moratorios, por lo que se concede a la parte demandada, el plazo de CINCO DIAS HABILES para que efectúe el pago a su contraparte, apercibido que de no hacerlo se procederá conforme a las reglas de la ejecución forzosa contemplada en la ley de la materia.”

5.- Ahora bien, para la cuantificación de gastos y costas en el presente Incidente, es procedente aplicar la Ley Orgánica del Tribunal Superior de Justicia del dos mil cuatro, en virtud de que la Sentencia que condena a los demandados al pago de gastos y costas fue dictada en ese año, tal y como lo establece el siguiente criterio jurisprudencial:

No. Registro: 176,340

Jurisprudencia

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Primera Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XXIII, Enero de 2006

Tesis: 1a./J. 167/2005

Página: 262

COSTAS. DEBEN CUANTIFICARSE CONFORME A LA LEY VIGENTE EN LA FECHA EN QUE SE DICTA LA SENTENCIA DEFINITIVA (LEGISLACIÓN DEL DISTRITO FEDERAL).

Los artículos 140 y 141 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal establecen el sistema para la condena en costas, su tramitación y la parte a quien corresponde regularlas, así como la forma de liquidarlas. Ahora bien, las costas representan el conjunto de gastos que origina el proceso para los litigantes, comprendiendo el importe de los honorarios de los abogados y los necesarios para desahogar las diligencias solicitadas durante aquél; por ello son de naturaleza procesal y, aunque se les considera accesorias de la sentencia pronunciada en el juicio principal, son independientes en tanto que no están ligadas ni dependen del derecho sustancial reconocido en aquélla. En ese orden de ideas, una vez que el pago de costas ha sido declarado procedente por el órgano jurisdiccional en la sentencia definitiva, inicia la etapa de liquidación, regulación, determinación, cuantificación o tasación, pues si ya se impuso la condena, sólo queda traducirla a cantidad líquida. En consecuencia, si la materia de las costas causadas pertenece al ámbito procesal porque tienen su origen en el proceso y están reglamentadas por las leyes procesales, además de que su imposición es una de las consecuencias derivadas de la sentencia, resulta indudable que deben cuantificarse de acuerdo con la ley vigente en la fecha en que se dicte dicha sentencia, que es en donde se define la responsabilidad de quien debe indemnizarlas. Lo anterior, en tanto las costas son erogaciones por todo el proceso, y sólo al dictarse sentencia se puede tener conocimiento de su costo real actualizado; adicionalmente, no se causan en todos los juicios, y es sólo hasta que se surte la hipótesis específica que se actualiza la obligación de su pago.

Contradicción de tesis 98/2005-PS. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Segundo y Tercero, ambos en Materia Civil del Primer Circuito. 9 de noviembre de 2005. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Jaime Flores Cruz.

Tesis de jurisprudencia 167/2005. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha dieciséis de noviembre de dos mil cinco.

6.- En tal orden de ideas, y tal y como lo prevé el artículo 128 de la Ley Orgánica del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, los gastos y costas deben de ser cuantificados a razón del 6%, cuando el monto del negocio exceda del equivalente a seis mil días de salario mínimo general vigente en el Distrito Federal tratándose de cantidad liquida, aclarando a su Usía que en el año dos mil cuatro, fecha en que se dictó la Sentencia Definitiva en la que se condena a los demandados al pago de gastos y costas, el salario mínimo en el Distrito Federal era de $ 45.24 (Cuarenta y cinco pesos 24/100 m.n), salario que entro en vigor a partir del 1º. De enero de dos mil cuatro.

De lo anterior se desprende que de una simple operación aritmética, consistente en multiplicar $ 45.24 (Salario mínimo del 2004), por seis mil días de salario mínimo, nos da la cantidad de $271,440 (Doscientos setenta y un mil cuatrocientos cuarenta pesos 00/100 m.n), excediendo el monto del presente negocio de dicha cantidad, ya que en el presente juicio la cantidad a la que ha sido condenada la demandada es de $ 1, 484,643.14 ( Un millón cuatrocientos ochenta y cuatro mil seiscientos cuarenta y tres pesos 14/100 m.n), sobre la cual debe de calcularse el 6% por concepto de gastos y costas, tal y como lo dispone el precepto legal antes invocado.

A efecto de robustecer lo anteriormente manifestado, me permito transcribir la siguiente tesis:

No. Registro: 176,735

Tesis aislada

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XXII, Noviembre de 2005

Tesis: I.13o.C.36 C

Página: 849

COSTAS. ES UN REQUISITO DE PROCEDENCIA DEL INCIDENTE RESPECTIVO, QUE PREVIO A SU TRAMITACIÓN SE APRUEBE LA CANTIDAD DETERMINABLE QUE SERVIRÁ DE BASE PARA SU LIQUIDACIÓN.

El artículo 128 de la Ley Orgánica del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, establece las bases para determinar las costas atendiendo al monto del negocio, razón por la cual, cuando la cuantía del asunto es determinable, por haberse reservado la liquidación de los conceptos materia de condena de la sentencia definitiva para ejecución de sentencia, constituye un requisito de procedencia del incidente de gastos y costas que previamente se aprueben en cantidad líquida las diversas prestaciones que servirán de base para su liquidación.

DÉCIMO TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 76/2005. Banco Unión, S.A., en liquidación (hoy en quiebra). 14 de abril de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: Arturo Ramírez Sánchez. Secretaria: Gabriela Elena Ortiz González.

Amparo en revisión 82/2005. Instituto para la Protección al Ahorro Bancario (IPAB). 14 de abril de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: Arturo Ramírez Sánchez. Secretaria: Gabriela Elena Ortiz González.

Amparo en revisión 241/2005. Ernesto Barba Gómez. 10 de agosto de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: Ethel Lizette del Carmen Rodríguez Arcovedo. Secretario: Gustavo Villegas Parra.

7.- Por lo anterior, y de una simple operación aritmética consistente en multiplicar la cantidad liquida y detereminada a la que fue condenada los codemandados, misma que asciende a $ 1, 484,643.14 ( Un millón cuatrocientos ochenta y cuatro mil seiscientos cuarenta y tres pesos 14/100 m.n), por el 6% correspondiente al porcentaje establecido por la Ley Orgánica del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal por el monto del presente juicio, nos da un resultado de $ 89, 078.58 (Ochenta y nueve mil setenta y ocho pesos 58/100 m.n).

Ahora bien, de la cantidad resultante de multiplicar el monto de la condena liquida ($ 1, 484,643.14 ) por el porcentaje mencionada en el párrafo anterior (6% ), se le debe de sumar la cantidad de $5,000.00 (Cinco mil pesos 00/100 m.n ), por concepto de dictamen pericial en materia contable, que fue necesario para la tramitación del Incidente de ejecución de sentencia, gasto que se acredita con la factura correspondiente, misma que adjunto al presente Incidente como ANEXO__________, dando un total por concepto de gastos y costas el de $94,078.58 (Noventa y cuatro mil setenta y ocho pesos 58/100 mn.), aclarando a su Usía que si debe de ser tomado en consideración dicho gasto, en virtud de tratarse de un gasto necesario para la tramitación y acreditación del presente juicio, tal y como se observa en la parte conducente de la Jurisprudencia transcrita dentro del numeral 5 del presente libelo, así como de la siguiente tesis:

No. Registro: 189,143

Tesis aislada

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XIV, Agosto de 2001

Tesis: II.2o.C.247 C

Página: 1312

COSTAS. CONSTITUCIONALIDAD DE LAS QUE REGLAMENTA EL CÓDIGO DE COMERCIO.

El artículo 17 de la Constitución Federal, en su segundo párrafo, estatuye: "Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial. Su servicio será gratuito, quedando, en consecuencia, prohibidas las costas judiciales.", de donde se desprende que la condenación en costas prevista por los artículos 1082 y 1084 del Código de Comercio no contraviene el espíritu del legislador constitucional, porque se refiere al derecho que tiene la parte que obtuvo sentencia o resolución favorable de ser indemnizada por los gastos que se le originaron con la tramitación del juicio mercantil respectivo, al que se le obligó a acudir; en cambio, el artículo 17 constitucional prohíbe las costas judiciales, entendidas éstas no como los gastos de las partes en la contienda judicial, sino como el cobro por el servicio de administrar justicia que podrían exigir los tribunales; es decir, se refiere a que los órganos encargados de la función jurisdiccional no podrán cobrar algo por su impartición, lo cual está prohibido terminantemente.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SEGUNDO CIRCUITO.

Amparo directo 119/2000. Silverio Sánchez Zacarías. 15 de agosto de 2000. Unanimidad de votos. Ponente: Virgilio A. Solorio Campos. Secretario: José Rigoberto Dueñas Calderón.

8.- Ahora bien, y por lo que respecta a la acreditación de que la actora fue asesorado por Licenciado en Derecho, dicha situación se acredita con las constancias de autos, donde se desprende que en el escrito inicial de demanda, fueron autorizados como Licenciados en Derecho el suscrito quien es el titular del despacho de Abogados que patrocinan al actor, así como al Licenciado MAURICIO AUGUSTO CARDENAS GUZMAN, así como en el transcurso del juicio natural, se autorizó al Licenciado HECTOR JULIO MENDOZA GOMEZ.

Lo anterior se acredita de autos, aclarando que tanto el suscrito como el Licenciado HECTOR JULIO MENDOZA GOMEZ, con cédulas profesionales número 1697921 y 3062935 respectivamente, comparecieron en diversas audiencias como Abogados Patronos del actor, así como Mandatarios Judiciales del mismo, en específico en las Audiencias de fechas treinta y uno de octubre de dos mil tres, cuatro y veinticuatro de noviembre de dos mil tres, así como también obran diversas promociones signadas por los profesionistas ya mencionados, con lo que doy debido cumplimiento a lo establecido por el artículo 127 de la Ley Orgánica del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal y los artículos 1082 y 1083 del Código de Comercio.

A efecto de robustecer lo anteriormente manifestado, respecto a que ha quedado debidamente acreditada la representación y patrocinio por parte del suscrito, me permito citar la siguiente tesis:

No. Registro: 177,863

Tesis aislada

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XXII, Julio de 2005

Tesis: I.3o.C.492 C

Página: 1501

PRUEBAS EN EL INCIDENTE DE COSTAS DERIVADO DE JUICIO MERCANTIL.

De la interpretación literal y sistemática de los artículos 1086 a 1088 del Código de Comercio, se desprende que no está previsto expresamente el ofrecimiento de pruebas en los escritos que fijan la litis en el incidente de regulación de costas, ni la existencia de una dilación probatoria, pero ello no es óbice para que las partes ofrezcan probanzas destinadas a acreditar aspectos relacionados con la procedencia de las costas, como la titulación del abogado que haya asesorado a las partes, o que haya intervenido como patrono o procurador, y la asesoría misma de dicho profesionista, en caso de que no se desprenda de las actuaciones del juicio principal, ya que si en ellas obra constancia de tal asesoría, resultará innecesario ofrecer otras pruebas sobre ese punto. Así es, porque en el expediente del juicio que concluyó con la sentencia condenatoria en costas, que es el título generador del derecho a su cobro, puede obrar o no constancia de la intervención del abogado, de manera que, ante la ausencia de esa constancia, es menester la rendición de prueba en tal sentido, lo que se hará precisamente en la demanda incidental, ante la inexistencia de una dilación probatoria, pues, de lo contrario, se impediría a la parte que obtuvo la condena probar la asesoría recibida. En cambio, esa probanza será innecesaria si del juicio principal se desprende la asesoría, o la intervención de algún abogado como patrono o procurador, dado que, en ese caso, el expediente es una prueba preconstituida, tanto para acreditar los anteriores extremos, como para establecer, con vista en la demanda principal, la cuantía determinada o indeterminada del asunto. Por ende, en ese supuesto, las partes pueden hacer expresa remisión a esas actuaciones, sin que deban efectuar un ofrecimiento ex profeso de la prueba instrumental respectiva, bastando, solamente, la indicación de las constancias pertinentes a fin de que sean tomadas en cuenta por el órgano judicial.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 87/2005. Banco Nacional de México, S.A., integrante del Grupo Financiero Banamex Accival, S.A. de C.V. 14 de abril de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretario: Raúl Alfaro Telpalo.

9.- En tal orden de ideas, y a efecto de robustecer el derecho del suscrito como Abogado Patrono y titular del despacho que patrocinó durante el presente juicio al actor, para cuantificar, liquidar y exigir el pago de los gastos y costas en el presente juicio, me permito citar la siguiente tesis:

No. Registro: 184,508

Tesis aislada

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XVII, Abril de 2003

Tesis: I.11o.C.58 C

Página: 1070

COSTAS. EL INCIDENTE PROCEDE CON INDEPENDENCIA DE QUE LA PARTE VENCEDORA HAYA SIDO ASESORADA POR DISTINTOS LICENCIADOS EN DERECHO DURANTE EL PROCESO.

El hecho de que el abogado que promueve el incidente de liquidación de costas no sea el mismo que patrocinó a la vencedora desde el inicio del juicio, no impide que ésta tenga derecho a cobrar las costas, toda vez que el pago de éstas no se encuentra condicionado a que la asesoría jurídica sea proporcionada por el mismo licenciado en derecho durante todo el juicio, sino que, con independencia de ello, a la parte a quien beneficia la sentencia le corresponde su cobro porque innecesariamente se le hizo comparecer a juicio y erogar gastos en asesoría jurídica profesional para contender de manera adecuada, sin que obste el número de personas que a través del proceso la hayan asesorado.

DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 433/2002. Servicios Aéreos Norte, Sur, S.A. de C.V. 23 de enero de 2003. Unanimidad de votos. Ponente: Indalfer Infante Gonzales. Secretario: Mario Alejandro Moreno Hernández.

Ahora bien, y con independencia de lo anteriormente manifestado, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 1353 y demás relativos y aplicables del Código de Comercio, vengo a ofrecer de mi parte las siguientes:

PRUEBAS

1.- LA DOCUMENTAL PRIVADA.- Consistente en copia simple de las cédulas profesionales de los Abogados Patronos que intervinieron en el juicio principal con dicho carácter, mismas que adjunto al presente Incidente como ANEXO______.

Esta prueba la ofrezco en términos de lo dispuesto por los artículos 1194, 1197, 1238 y demás relativos y aplicables del Código de Comercio, relacionándola con todos y cada uno de los hechos narrados en el presente Incidente, en específico con los marcados con los numerales 1,2,3,4,5,6,7,8,9.

Con esta prueba, acreditaré de forma fehaciente e independientemente de que se encuentra acreditado en autos, la asesoría y patrocinio por parte del suscrito y de los Licenciados en Derecho titulados del despacho del cual el suscrito es el titular, a favor de la parte actora en la tramitación del presente juicio y por ende, los codemandados se encuentran obligados a pagar las prestaciones que en el presente libelo se demandan.

2.- LA DOCUMENTAL PRIVADA.- Consistente en la Factura número________, emitida por el Contador Público_____________, de fecha_________, por la cantidad de $5,000.00 (Cinco mil pesos 00/100 m.n), por concepto de dictamen pericial en materia de contabilidad rendido por dicho perito en el presente juicio.

Esta prueba la ofrezco en términos de lo dispuesto por los artículos 1194, 1197, 1238 y demás relativos y aplicables del Código de Comercio, relacionándola con todos y cada uno de los hechos narrados en el presente Incidente, en específico con los marcados con los numerales 1,2,3,4,5,6,7,8,9.

Con esta prueba acreditaré de forma fehaciente, el costo del dictamen en materia contable erogado por el suscrito, mismo que fue necesario para llevar a cabo el Incidente de ejecución de Sentencia y Liquidación de intereses ordinarios y moratorios.

3.- LA INSTRUMENTAL DE ACTUACIONES.- Consistente en todas y cada una de las actuaciones que se originen con motivo de la tramitación del presente Incidente, así como todas y cada una de las actuaciones originadas en el juicio principal y demás Incidentes derivados del mismo, en todo aquello que favorezca los intereses del suscrito.


Esta prueba la ofrezco en términos de ley, relacionándola con todos y cada uno de los hechos vertidos en el escrito inicial del presente Incidente, en específico con los marcados con los numerales 1,2,3,4,5,6,7,8,9.
4.- LA PRESUNCIONAL LEGAL Y HUMANA.- Consistente en todas y cada una de las deducciones lógico jurídicas que su Señoría se sirva realizar con motivo de la tramitación del presente Incidente, así como las deducciones lógico jurídicas realizadas por su Usía en el juicio principal y demás Incidentes derivados del mismo, en todo aquello que favorezca los intereses del suscrito.


Esta prueba la ofrezco en términos de lo dispuesto por los artículos 1277, 1278, 1279 y demás relativos y aplicables del Código de Comercio, relacionándola con todos y cada uno de los hechos vertidos en el escrito inicial del presente Incidente, en específico con los marcados con los numerales 1,2,3,4,5,6,7,8,9.
DERECHO

En cuanto al procedimiento son aplicables los artículos 1085, 1086, 1087, 1349, 1350, 1353 y demás relativos y aplicables del Código de Comercio.


En cuanto al fondo son aplicables los artículos 126, 127, 128 y demás relativos y aplicables de la Ley Orgánica del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, así como los artículos 1082, 1083, 1089 y demás relativos y aplicables del Código de Comercio.

Por lo anteriormente expuesto y fundado,

A USTED C. JUEZ, atentamente pido se sirva:


PRIMERO.- Tenerme por presentado en tiempo y forma, promoviendo INCIDENTE DE CUANTIFICACION Y LIQUIDACION DE GASTOS Y COSTAS.

SEGUNDO.- Tener por autorizados a los profesionistas mencionados en el presente libelo, para los efectos que se precisan.


TERCERO.- Tener por ofrecidas y admitidas, todas y cada una de las pruebas ofrecidas por el suscrito en el presente Incidente.


CUARTO.- Con las copias simples del presente ocurso que se exhiben, se corra traslado a los codemandados, a efecto de que en el término de ley manifiesten lo que a su derecho convenga.


QUINTO.- En el momento procesal oportuno, se sirva dictar la Sentencia Interlocutoria que conforme a derecho corresponda, condenando a los codemandados al pago de todas y cada una de las prestaciones que se reclaman en el presente libelo.

PROTESTO LO NECESARIO

JOSE MIGUEL BLANCAS VARGAS

ABOGADO PATRONO DE LA ACTORA

CED. PROF. 1697921
México, Distrito Federal a veintitrés de mayo de dos mil siete.
ZOZAYA DOERING OSCAR

VS

SUMINISTROS GUBERNAMENTALES S.A. DE C.V. Y/0

LUIS PINEDA BRANIFF Y/O CONCEPCION BRANIFF

SUINAGA DE PINEDA.

EJCUTIVO MERCANTIL

EXPEDIENTE: 425/03

INCIDENTE DE CUANTIFICACION Y LIQUIDACION 

DE GASTOS Y COSTAS
C. JUEZ TRIGESIMO CUARTO DE LO CIVIL

DEL DISTRITO FEDERAL.


JOSE MIGUEL BLANCAS VARGAS, en mi carácter de Mandatario Judicial y Abogado Patrono y Titular del despacho que patrocinó al actor en el presente juicio, personalidad que se acredita de constancias de los autos al rubro citado, señalando como domicilio para oír y recibir todo tipo de notificaciones, documentos y valores el ubicado en Avenida Paseo de la Reforma, número 199, despacho 802, en la Colonia Cuauhtémoc, Delegación Cuauhtémoc, Código Postal 06500, en México Distrito Federal, autorizando para los mismos efectos a los Licenciados en Derecho JOSE FERNANDO BETANCOURT CERVERA y HECTOR JULIO MENDOZA GOMEZ, así como a los Pasantes en Derecho YANETH GARCIA ESPINDOLA, VICTOR HUGO FLORES RAMIREZ, LUIS JEZIEL FIERRO TORRES, JULIO DE LA VEGA LUNA y HUGO PIÑONES FUENTES sin perjuicio de las autorizaciones hechas anteriormente, ante Usted con el debido respeto comparezco para exponer:


Por medio del presente escrito, estando en tiempo y forma hábil, con fundamento en el artículo 1349 y demás relativos y aplicables del Código de Comercio, en vía Incidental vengo a promover INCIDENTE DE CUANTIFICACION Y LIQUIDACION DE GASTOS Y COSTAS, demandando de los codemandados las siguientes:

PRESTACIONES
A) El pago de la cantidad de $156,788.70 (Ciento cincuenta y seis mil setecientos ochenta y ocho pesos 70/100 mn.), por concepto de gastos y costas, cantidad que en capítulo especial se detallara como se obtuvo el total.

Fundo el presente Incidente en los siguientes hechos y consideraciones de derecho:

1.- Mediante Sentencia Definitiva de fecha veintitrés de febrero de dos mil cuatro, su Señoría condeno a los demandados a pagar a favor de mi cliente (parte actora) la cantidad de $1,215,000.00 (Un millón doscientos quince mil pesos 00/100 mn.), por concepto de suerte principal, así como los intereses ordinarios y moratorios, condenando en la misma al pago de gastos y costas, tal y como se desprende del resolutivo segundo y cuarto, mismos que a la letra dicen:

“SEGUNDO.- Se condena a la demandada a pagar a favor de la actora, la cantidad de $1,215,000.00 (UN MILLON DOSCIENTOS QUINCE MIL PESOS OO/100 M.N.), por concepto de suerte principal, así como los intereses ordinarios y moratorios pactados, en los términos vertidos en el cuerpo de este fallo, sobre el particular.”

“CUARTO.- condena a la demandada a pagar a la actora, los gastos y costas causados en esta instancia.”

2.- Cabe aclarar a su Usía, que la Sentencia Definitiva mencionada en el numeral anterior, fue apelada por ambas partes, resolviendo dichos recursos la H. Primera Sala Civil del Distrito Federal, mediante Sentencia de fecha diez de mayo de dos mil cuatro, resolución que modificó la Sentencia Definitiva, en específico el resolutivo “SEGUNDO”, en el sentido de que se condenaba a los codemandados al pago de la cantidad de $1,215,000.00 (UN MILLON DOSCIENTOS QUINCE MIL PESOS OO/100 M.N.), por concepto de suerte principal, debiendo restar a dicha cantidad, diversos pagos que a criterio del Ad quem fueron a cuenta de la suerte principal, condenando en el mismo al pago de los intereses ordinarios y moratorios, lo que se tendría que hacer en ejecución de sentencia, quedando intocados los demás resolutivos de la Sentencia Definitiva.

3.- Mediante escrito de fecha treinta de agosto de dos mil cuatro, la actora promovió Incidente de ejecución de sentencia y liquidación de intereses, ofreciendo entre otras pruebas la pericial en materia de contabilidad a cargo del Contador Público HEDGAR HERNANDEZ TORRES.

4.- Mediante Sentencia Interlocutoria de fecha primero de marzo de dos mil cinco, su Señoría condenó a los demandados a lo siguiente:

“RESOLUTIVO PRIMERO.- Ha sido procedente el incidente objeto de estudio, aprobándose la liquidación por los montos de $ 858,518.72 (Ochocientos cincuenta y ocho mil quinientos dieciocho pesos 72/100 m.n) por concepto de suerte principal, $215,912.73 (Doscientos quince mil novecientos doce pesos 73/100 m.n) por concepto de intereses ordinarios y $ 410,211.69 (Cuatrocientos diez mil doscientos once pesos 69/100 m.n) por concepto de intereses moratorios, por lo que se concede a la parte demandada, el plazo de CINCO DIAS HABILES para que efectúe el pago a su contraparte, apercibido que de no hacerlo se procederá conforme a las reglas de la ejecución forzosa contemplada en la ley de la materia.”

5.- En tal orden de ideas, mediante Sentencia Interlocutoria de fecha 3 de agosto de dos mil siete, misma que causo estado mediante proveído de fecha 23 de agosto del año en curso, en la cual se condenó a los codemandados al pago de $410,276.56 (Cuatrocientos diez mil doscientos setenta y seis pesos 56/100 mn.), por concepto de intereses ordinarios generados del 12 de julio de dos mil cuatro, al 30 de marzo del año en curso, así como a la cantidad de $718,225.31 (Setecientos dieciocho mil doscientos veinticinco pesos 31/100 mn.), por concepto de intereses moratorios, generados del 12 de julio de dos mil cuatro, al 30 de marzo de dos mil siete.

6.- Ahora bien, para la cuantificación de gastos y costas en el presente Incidente, es procedente aplicar la Ley Orgánica del Tribunal Superior de Justicia del dos mil cuatro, en virtud de que la Sentencia que condena a los demandados al pago de gastos y costas fue dictada en ese año, tal y como lo establece el siguiente criterio jurisprudencial:

No. Registro: 176,340

Jurisprudencia

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Primera Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XXIII, Enero de 2006

Tesis: 1a./J. 167/2005

Página: 262

COSTAS. DEBEN CUANTIFICARSE CONFORME A LA LEY VIGENTE EN LA FECHA EN QUE SE DICTA LA SENTENCIA DEFINITIVA (LEGISLACIÓN DEL DISTRITO FEDERAL).

Los artículos 140 y 141 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal establecen el sistema para la condena en costas, su tramitación y la parte a quien corresponde regularlas, así como la forma de liquidarlas. Ahora bien, las costas representan el conjunto de gastos que origina el proceso para los litigantes, comprendiendo el importe de los honorarios de los abogados y los necesarios para desahogar las diligencias solicitadas durante aquél; por ello son de naturaleza procesal y, aunque se les considera accesorias de la sentencia pronunciada en el juicio principal, son independientes en tanto que no están ligadas ni dependen del derecho sustancial reconocido en aquélla. En ese orden de ideas, una vez que el pago de costas ha sido declarado procedente por el órgano jurisdiccional en la sentencia definitiva, inicia la etapa de liquidación, regulación, determinación, cuantificación o tasación, pues si ya se impuso la condena, sólo queda traducirla a cantidad líquida. En consecuencia, si la materia de las costas causadas pertenece al ámbito procesal porque tienen su origen en el proceso y están reglamentadas por las leyes procesales, además de que su imposición es una de las consecuencias derivadas de la sentencia, resulta indudable que deben cuantificarse de acuerdo con la ley vigente en la fecha en que se dicte dicha sentencia, que es en donde se define la responsabilidad de quien debe indemnizarlas. Lo anterior, en tanto las costas son erogaciones por todo el proceso, y sólo al dictarse sentencia se puede tener conocimiento de su costo real actualizado; adicionalmente, no se causan en todos los juicios, y es sólo hasta que se surte la hipótesis específica que se actualiza la obligación de su pago.

Contradicción de tesis 98/2005-PS. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Segundo y Tercero, ambos en Materia Civil del Primer Circuito. 9 de noviembre de 2005. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Jaime Flores Cruz.

Tesis de jurisprudencia 167/2005. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha dieciséis de noviembre de dos mil cinco.

7.- En tal orden de ideas, y tal y como lo prevé el artículo 128 de la Ley Orgánica del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, los gastos y costas deben de ser cuantificados a razón del 6%, cuando el monto del negocio exceda del equivalente a seis mil días de salario mínimo general vigente en el Distrito Federal tratándose de cantidad liquida, aclarando a su Usía que en el año dos mil cuatro, fecha en que se dictó la Sentencia Definitiva en la que se condena a los demandados al pago de gastos y costas, el salario mínimo en el Distrito Federal era de $ 45.24 (Cuarenta y cinco pesos 24/100 m.n), salario que entro en vigor a partir del 1º. De enero de dos mil cuatro.

De lo anterior se desprende que de una simple operación aritmética, consistente en multiplicar $ 45.24 (Salario mínimo del 2004), por seis mil días de salario mínimo, nos da la cantidad de $271,440 (Doscientos setenta y un mil cuatrocientos cuarenta pesos 00/100 m.n), excediendo el monto del presente negocio de dicha cantidad, ya que en el presente juicio la cantidad a la que ha sido condenada la demandada es de $ 2,613,145.01 (Dos millones seiscientos trece mil ciento cuarenta y cinco pesos 01/100 m.n), sobre la cual debe de calcularse el 6% por concepto de gastos y costas, tal y como lo dispone el precepto legal antes invocado.

A efecto de robustecer lo anteriormente manifestado, me permito transcribir la siguiente tesis:

No. Registro: 176,735

Tesis aislada

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XXII, Noviembre de 2005

Tesis: I.13o.C.36 C

Página: 849

COSTAS. ES UN REQUISITO DE PROCEDENCIA DEL INCIDENTE RESPECTIVO, QUE PREVIO A SU TRAMITACIÓN SE APRUEBE LA CANTIDAD DETERMINABLE QUE SERVIRÁ DE BASE PARA SU LIQUIDACIÓN.

El artículo 128 de la Ley Orgánica del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, establece las bases para determinar las costas atendiendo al monto del negocio, razón por la cual, cuando la cuantía del asunto es determinable, por haberse reservado la liquidación de los conceptos materia de condena de la sentencia definitiva para ejecución de sentencia, constituye un requisito de procedencia del incidente de gastos y costas que previamente se aprueben en cantidad líquida las diversas prestaciones que servirán de base para su liquidación.

DÉCIMO TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 76/2005. Banco Unión, S.A., en liquidación (hoy en quiebra). 14 de abril de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: Arturo Ramírez Sánchez. Secretaria: Gabriela Elena Ortiz González.

Amparo en revisión 82/2005. Instituto para la Protección al Ahorro Bancario (IPAB). 14 de abril de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: Arturo Ramírez Sánchez. Secretaria: Gabriela Elena Ortiz González.

Amparo en revisión 241/2005. Ernesto Barba Gómez. 10 de agosto de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: Ethel Lizette del Carmen Rodríguez Arcovedo. Secretario: Gustavo Villegas Parra.

7.- Por lo anterior, y de una simple operación aritmética consistente en multiplicar la cantidad liquida y determinada a la que fue condenada los codemandados, misma que asciende a $ 2,613,145.01 (Dos millones seiscientos trece mil ciento cuarenta y cinco pesos 01/100 m.n), por el 6% correspondiente al porcentaje establecido por la Ley Orgánica del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal por el monto del presente juicio, nos da un resultado de $156,788.70 (Ciento cincuenta y seis mil setecientos ochenta y ocho pesos 70/100 mn.)
8.- Ahora bien, y por lo que respecta a la acreditación de que la actora fue asesorado por Licenciado en Derecho, dicha situación se acredita con las constancias de autos, donde se desprende que en el escrito inicial de demanda, fueron autorizados como Licenciados en Derecho el suscrito quien es el titular del despacho de Abogados que patrocinan al actor, así como al Licenciado MAURICIO AUGUSTO CARDENAS GUZMAN, así como en el transcurso del juicio natural, se autorizó al Licenciado HECTOR JULIO MENDOZA GOMEZ.

Lo anterior se acredita de autos, aclarando que tanto el suscrito como el Licenciado HECTOR JULIO MENDOZA GOMEZ, con cédulas profesionales número 1697921 y 3062935 respectivamente, comparecieron en diversas audiencias como Abogados Patronos del actor, así como Mandatarios Judiciales del mismo, en específico en las Audiencias de fechas treinta y uno de octubre de dos mil tres, cuatro y veinticuatro de noviembre de dos mil tres, así como también obran diversas promociones signadas por los profesionistas ya mencionados, con lo que doy debido cumplimiento a lo establecido por el artículo 127 de la Ley Orgánica del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal y los artículos 1082 y 1083 del Código de Comercio.

A efecto de robustecer lo anteriormente manifestado, respecto a que ha quedado debidamente acreditada la representación y patrocinio por parte del suscrito, me permito citar la siguiente tesis:

No. Registro: 177,863

Tesis aislada

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XXII, Julio de 2005

Tesis: I.3o.C.492 C

Página: 1501

PRUEBAS EN EL INCIDENTE DE COSTAS DERIVADO DE JUICIO MERCANTIL.

De la interpretación literal y sistemática de los artículos 1086 a 1088 del Código de Comercio, se desprende que no está previsto expresamente el ofrecimiento de pruebas en los escritos que fijan la litis en el incidente de regulación de costas, ni la existencia de una dilación probatoria, pero ello no es óbice para que las partes ofrezcan probanzas destinadas a acreditar aspectos relacionados con la procedencia de las costas, como la titulación del abogado que haya asesorado a las partes, o que haya intervenido como patrono o procurador, y la asesoría misma de dicho profesionista, en caso de que no se desprenda de las actuaciones del juicio principal, ya que si en ellas obra constancia de tal asesoría, resultará innecesario ofrecer otras pruebas sobre ese punto. Así es, porque en el expediente del juicio que concluyó con la sentencia condenatoria en costas, que es el título generador del derecho a su cobro, puede obrar o no constancia de la intervención del abogado, de manera que, ante la ausencia de esa constancia, es menester la rendición de prueba en tal sentido, lo que se hará precisamente en la demanda incidental, ante la inexistencia de una dilación probatoria, pues, de lo contrario, se impediría a la parte que obtuvo la condena probar la asesoría recibida. En cambio, esa probanza será innecesaria si del juicio principal se desprende la asesoría, o la intervención de algún abogado como patrono o procurador, dado que, en ese caso, el expediente es una prueba preconstituida, tanto para acreditar los anteriores extremos, como para establecer, con vista en la demanda principal, la cuantía determinada o indeterminada del asunto. Por ende, en ese supuesto, las partes pueden hacer expresa remisión a esas actuaciones, sin que deban efectuar un ofrecimiento ex profeso de la prueba instrumental respectiva, bastando, solamente, la indicación de las constancias pertinentes a fin de que sean tomadas en cuenta por el órgano judicial.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 87/2005. Banco Nacional de México, S.A., integrante del Grupo Financiero Banamex Accival, S.A. de C.V. 14 de abril de 2005. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López Ramos. Secretario: Raúl Alfaro Telpalo.

9.- En tal orden de ideas, y a efecto de robustecer el derecho del suscrito como Abogado Patrono y titular del despacho que patrocinó durante el presente juicio al actor, para cuantificar, liquidar y exigir el pago de los gastos y costas en el presente juicio, me permito citar la siguiente tesis:

No. Registro: 184,508

Tesis aislada

Materia(s): Civil

Novena Época

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XVII, Abril de 2003

Tesis: I.11o.C.58 C

Página: 1070

COSTAS. EL INCIDENTE PROCEDE CON INDEPENDENCIA DE QUE LA PARTE VENCEDORA HAYA SIDO ASESORADA POR DISTINTOS LICENCIADOS EN DERECHO DURANTE EL PROCESO.

El hecho de que el abogado que promueve el incidente de liquidación de costas no sea el mismo que patrocinó a la vencedora desde el inicio del juicio, no impide que ésta tenga derecho a cobrar las costas, toda vez que el pago de éstas no se encuentra condicionado a que la asesoría jurídica sea proporcionada por el mismo licenciado en derecho durante todo el juicio, sino que, con independencia de ello, a la parte a quien beneficia la sentencia le corresponde su cobro porque innecesariamente se le hizo comparecer a juicio y erogar gastos en asesoría jurídica profesional para contender de manera adecuada, sin que obste el número de personas que a través del proceso la hayan asesorado.

DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 433/2002. Servicios Aéreos Norte, Sur, S.A. de C.V. 23 de enero de 2003. Unanimidad de votos. Ponente: Indalfer Infante Gonzales. Secretario: Mario Alejandro Moreno Hernández.

Ahora bien, y con independencia de lo anteriormente manifestado, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 1353 y demás relativos y aplicables del Código de Comercio, vengo a ofrecer de mi parte las siguientes:

PRUEBAS

1.- LA DOCUMENTAL PRIVADA.- Consistente en copia simple de las cédulas profesionales de los Abogados Patronos que intervinieron en el juicio principal con dicho carácter, mismas que adjunto al presente Incidente como ANEXO______.

Esta prueba la ofrezco en términos de lo dispuesto por los artículos 1194, 1197, 1238 y demás relativos y aplicables del Código de Comercio, relacionándola con todos y cada uno de los hechos narrados en el presente Incidente, en específico con los marcados con los numerales 1,2,3,4,5,6,7,8,9.

Con esta prueba, acreditaré de forma fehaciente e independientemente de que se encuentra acreditado en autos, la asesoría y patrocinio por parte del suscrito y de los Licenciados en Derecho titulados del despacho del cual el suscrito es el titular, a favor de la parte actora en la tramitación del presente juicio y por ende, los codemandados se encuentran obligados a pagar las prestaciones que en el presente libelo se demandan.

2.- LA INSTRUMENTAL DE ACTUACIONES.- Consistente en todas y cada una de las actuaciones que se originen con motivo de la tramitación del presente Incidente, así como todas y cada una de las actuaciones originadas en el juicio principal y demás Incidentes derivados del mismo, en todo aquello que favorezca los intereses del suscrito.


Esta prueba la ofrezco en términos de ley, relacionándola con todos y cada uno de los hechos vertidos en el escrito inicial del presente Incidente, en específico con los marcados con los numerales 1,2,3,4,5,6,7,8,9.
3.- LA PRESUNCIONAL LEGAL Y HUMANA.- Consistente en todas y cada una de las deducciones lógico jurídicas que su Señoría se sirva realizar con motivo de la tramitación del presente Incidente, así como las deducciones lógico jurídicas realizadas por su Usía en el juicio principal y demás Incidentes derivados del mismo, en todo aquello que favorezca los intereses del suscrito.


Esta prueba la ofrezco en términos de lo dispuesto por los artículos 1277, 1278, 1279 y demás relativos y aplicables del Código de Comercio, relacionándola con todos y cada uno de los hechos vertidos en el escrito inicial del presente Incidente, en específico con los marcados con los numerales 1,2,3,4,5,6,7,8,9.
DERECHO

En cuanto al procedimiento son aplicables los artículos 1085, 1086, 1087, 1349, 1350, 1353 y demás relativos y aplicables del Código de Comercio.


En cuanto al fondo son aplicables los artículos 126, 127, 128 y demás relativos y aplicables de la Ley Orgánica del Tribunal Superior de Justicia del Distrito Federal, así como los artículos 1082, 1083, 1089 y demás relativos y aplicables del Código de Comercio.

Por lo anteriormente expuesto y fundado,

A USTED C. JUEZ, atentamente pido se sirva:


PRIMERO.- Tenerme por presentado en tiempo y forma, promoviendo INCIDENTE DE CUANTIFICACION Y LIQUIDACION DE GASTOS Y COSTAS.

SEGUNDO.- Tener por autorizados a los profesionistas mencionados en el presente libelo, para los efectos que se precisan.


TERCERO.- Tener por ofrecidas y admitidas, todas y cada una de las pruebas ofrecidas por el suscrito en el presente Incidente.


CUARTO.- Con las copias simples del presente ocurso que se exhiben, se corra traslado a los codemandados, a efecto de que en el término de ley manifiesten lo que a su derecho convenga.


QUINTO.- En el momento procesal oportuno, se sirva dictar la Sentencia Interlocutoria que conforme a derecho corresponda, condenando a los codemandados al pago de todas y cada una de las prestaciones que se reclaman en el presente libelo.

PROTESTO LO NECESARIO

JOSE MIGUEL BLANCAS VARGAS

ABOGADO PATRONO DE LA ACTORA

CED. PROF. 1697921
México, Distrito Federal a seis de noviembre de dos mil siete.
